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Congreso Nacional
Honorable Cámara de Diputados

Asunción, 25 de abril de 2011

Señor Diputado
ING. VICTOR A. BOGADO GONZALEZ, Presidente

Honorable Cámara de Diputados

E.                       S.                          D.

De mi consideración:

Tengo a bien dirigirme a Su Excelencia muy respetuosamente y a los demás miembros de este Alto Cuerpo Legislativo, con el objeto de presentar el Proyecto de Ley "QUE MODIFICA VARIOS ARTICULOS DE LA LEY N° 1340/88 Y 1881/02 QUE REPRIMEN EL TRAFICO ILICITO DE ESTUPEFACIENTES Y DROGAS PELIGROSAS”
Sr Presidente, el Proyecto de Ley tiene la intención de modificar algunos artículos de la Ley 1340/88 y la Ley 1881/02, a los efectos de actualizar a la realidad y que el mismo beneficiaria enormemente a la sociedad paraguaya, y la intención respecto al mismo es la de Despenalizar el consumo de Drogas incorporando diferencias sustanciales entre lo considerado HABITUAL y lo OCACIONAL, tanto en lo relativo al transporte de las drogas naturales o sintéticas, al comercio o posesión de las mismas.

Esperando la consideración y despacho favorable a dicho Proyecto de Ley,,' aprovechando la ocasión para saludar al Señor Presidente con el respeto y estima de siempre.

                                              ELVIS BALBUENA LOPEZ
                                                  Diputado Nacional
EXPOSICION DE MOTIVOS

La Idea surge: dada la situación en todo el mundo y especial en Latinoamérica que propone debatir abiertamente sobre un nuevo paradigma en cuanto a la lucha contra el flagelo del narcotráfico y las secuelas que el mismo conlleva y en especial el tema de la marihuana que nos afecta profundamente como nación que de alguna manera en vastas zonas o regiones del Paraguay socava las instituciones republicanas.
Que al mismo tiempo ponen en peligro la democracia paraguaya desde este punto de vista es responsabilidad de las autoridades representativas asumir su rol de responsabilidad desde el espacio que nos corresponde y buscar alternativas o posibilidades para crear una nación libre e independiente. En vista a que La Comisión Global de Políticas sobre Drogas, integrada por tres ex presidentes latinoamericanos y numerosas personalidades de otras partes del mundo, preconiza desde Ginebra la despenalización del uso de las drogas, tras comprobar el fracaso de las políticas meramente represivas. El ex mandatario brasileño Fernando Henrique Cardoso (1995-2002), presidente de la Comisión Global de Políticas sobre Drogaya ha sostenido que "Hay que descriminalizar el uso de todas las drogas". La Comisión Global de Políticas sobre Drogas insta por su lado a "concentrar la lucha en los carteles de droga, no en los consumidores y abandonar esa idea de que los consumidores de drogas son criminales". La comisión también preconiza una regularización de las drogas en términos similares a los del tabaco y el alcohol y recomienda ofrecer tratamientos médicos a las personas dependientes de la droga para reducir el daño individual y social.
Porque: Las leyes en contra de las drogas "han contribuido a la crisis carcelaria, porque imponen penas desproporcionadas a los delitos de drogas cometidos". Además, porque no contemplan la aplicación suficiente de penas alternativas y promueven el uso excesivo de la prisión preventiva. Quienes están encarcelados por delitos de drogas "tienden a ser individuos portando pequeñas cantidades de droga, en muchos casos consumidores, así como vendedores callejeros". Porque las penas son los "castigos impuestos por una autoridad legítima" en ese sentido la corriente actual y auténtica trata de que entre "la pena" y "el hecho" realizado debe existir necesariamente una equiparación valorativa no debiendo castigarse la "autolesión", en ese sentido esta ley plantea la despenalización del acto de consumo de una droga como acto de decisión personal no sujeto a ataques de ninguna índole.
Y. además...Los consumos siguen iguales en los últimos 20 años, la violencia y los prisioneros han crecido, se ha vuelto un gigantesco negocio criminal, y eso está generando una enorme cantidad de violencia, en general en toda Latinoamérica, y es hora de repensar esa política. Actualmente en la sociedad la droga está en la calle y cualquiera -sin límite d- edad- tiene acceso a ella, por lo que es mejor legalizar y lograr controlar su manipuleo, su transporte y todo lo que implica el valor agregado que se le da a la yerba y que son motivos de guerras no declaradas en territorios supuestamente enmarcados por la constitución y las leyes. Es evidente como lo ha manifestado el Premio Nobel Mario Vargas Llosa que: "Las políticas represivas no van a acabar con el narcotráfico” y "La legalización es la única forma de acabar con la criminalidad asociada a la drogadicción”.
Por dicha razón... La política de alternancia que proponemos más temprano que tarde, tiene que ser realidad. La política alternativa es realista: más que evitar el consumo de drogas parte de que éstas siempre han acompañado a la humanidad, y que posiblemente siempre la acompañarán. No se trata de resistirse a la realidad sino de aprender a convivir con ella, disminuyendo al menos las nefastas consecuencias de la política represiva, que debería ser un problema igualmente preocupante, al menos si nuestra sociedad pretende un cumplimiento efectivo de los derechos humanos.
FUNDAMENTACION DEL PROYECTO QUE SE PRESENTA:
 ( EN LO REFERENTE A LAS PENAS:
El proyecto hace hincapié en que se debe adoptar las medidas necesarias para que los delitos se castiguen con penas efectivas, proporcionadas y disuasivas.
El texto destaca que, existen diferencias sustanciales entre lo considerado HABITUAL y lo OCASIONAL, tanto en lo relativo al transporte de las drogas naturales o sintéticas, al comercio o posesión de las mismas.
Destaca y puntualiza al acto de consumo como un acto de decisión propia no sujeto a ataques personales ni sociales, que deberá ser respetado y garantizado a todos los individuos que se encuentren en el territorio nacional sean en carácter permanente o en tránsito, todo dentro del marco del respeto a la libre elección de diferentes opciones, respeto a la libertad e igualdad constitucionalmente consagradas.
Por otra parte, las penas máximas serán consideradas cuando se trate en forma habitual debiendo existir para ello antecedentes delictivos y que el delito esté relacionado con grandes cantidades de droga, o drogas perjudiciales para la salud, o dentro de un marco de organización delictiva.
Los argumentos que justifican la exención de pena en el caso de posesión para el consumo son, por un lado, la impunidad de la autolesión y por otro, que el castigo del poseedor de droga, en tales casos, constituye una forma vedada de castigar un vicio, procedimiento contra el cual se levanta la autoridad médica únicamente.

Ya que el acto de consumo es una decisión propia y por tanto como tal no puede ser punible, pues el estado no tiene un derecho de tutela sobre las decisiones de los ciudadanos. Ello significaría su incapacitación y el reconocimiento de que el Estado es el único ser capaz y racional, implicaría además de un ataque a la libertad personal, el hecho de que estado se erigiese en un ente omnipotente.
( Se plantea la Atipicidad por la insignificancia de la dosis:
EN BASE A QUE: en los últimos años, se ha ido imponiendo una serie de reformas legislativas de drogas en todo el mundo, ESPECIALMENTE EN LATINOAMÉRICA que representan un alejamiento del modelo represivo de la tolerancia cero y un avance hacia políticas de drogas más humanas y fundamentadas en pruebas empíricas. Las legislaciones sugieren moderar la penalización, acompañando con medidas que ayuden a redirigir los recursos de las actividades de represión y encarcelamiento hacia a la prevención, el tratamiento y la reducción de los daños, son más eficaces para limitar los problemas relacionados con las drogas. En los países que ya han implementado estas mejoras, los temores de que relajar las leyes de drogas y su aplicación se traduciría en un drástico aumento del consumo han resultado infundados. No hay argumento científico contra las ventajas de este nivel de descriminalización. El proyecto No conduce a mayor consumo de drogas y si al alivio de la presión a la que están sometidos los organismos de aplicación de la ley y los sistemas judicial y penitenciarios. 
Los dilemas y dudas en materia de políticas se desarrollan en torno al carácter exacto de la distinción legal entre posesión para consumo personal y posesión con la intención de suministrar a terceras personas. Nuestra propuesta de reforma legislativa establece umbrales cuantitativos, otras de otros países definen la distinción en función de ciertos criterios y principios y dejan que estos se apliquen, según cada caso concreto, a discreción de los fiscales y jueces. Algunas reformas han puesto punto final a todo tipo de penas (descriminalización total) mientras que, otras, han suprimido solo las sanciones penales y las penas de cárcel y mantienen las sanciones administrativas o las derivaciones a servicios de tratamiento o educación, en EUROPA "el factor determinante de la gravedad de un delito se encuentra más en la intención que en la cantidad poseída".
La gran mayoría de los países han optado por mencionar pequeñas cantidades en sus leyes o directivas POR ELLO ESTA PROPUESTA TAMBIÉN ESTATUYE CANTIDADES PARA DEJAR A DISCRECION DE LOS FISCALES Y TRIBUNALES LA DETERMINACION del tipo de delito (consumo personal o tráfico) en función a la cantidad poseída y al nivel educativo, laboral y de CAPACIDAD DE CONOCER EL DELITO.
EL FUNDAMENTO EN CUANTO A:
( DERECHOS HUMANOS y CONSTITUCION NACIONAL:
Teniendo en cuenta que, el deber de garantía es un concepto muy claro estipulado en los instrumentos internacionales de derechos que un órgano de protección como la Corte Internacional de Derechos Humanos ha afinado y perfilado en jurisprudencia constante y que tal "DEBER DE GARANTIA" se basa en que: a) los derechos humanos deben ser respetados (es decir, no violados) y b) se debe hacer efectivos los derechos adoptando medidas legislativas y de política pública para cumplir con ese objetivo. (Art. 1 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos y Art. 2 el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos)
Que, la Constitución Nacional consagra en su Art. 9°: DE LA LIBERTAD Y SEGURIDAD DE LAS PERSONAS: "Toda persona tiene el derecho a ser protegida en su libertad y en su seguridad. Nadie está obligado a hacer lo que la ley no ordena ni privado de lo que ella no prohíbe." Y a la consagración la libertad de expresión de la personalidad en el Art. 25, como así también el derecho a la igualdad de las personas en el Art. 46.
Que la propia carta magna enuncia en el Art. 45 que: "La enunciación de los derechos y garantías contenidos en esta Constitución no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la personalidad humana, no figuren expresamente en ella. La falta de ley reglamentaria no podrá ser invocada para negar ni para menoscabar algún derecho o garantía."
Y Considerando que el Art. 71 de la Constitución Nacional expresa: "Del Narcotráfico, De La Drogadicción y de la Rehabilitación. El Estado reprimirá la producción, y el tráfico ilícito de las sustancias estupefacientes y demás drogas peligrosas, así como los actos destinados a la legitimación del dinero proveniente de tales actividades. Igualmente combatirá el consumo ilícito de dichas drogas. La Ley reglamentará la producción y el uso medicinal de las mismas. Se establecerán programas de educación preventiva y de rehabilitación de los adictos, con la participación de organizaciones privadas."
Que, la mera presencia de una cantidad de droga no puede implicar la existencia de un delito si no se acompaña de un cierto riesgo, riesgo que debe de ser determinado en primer lugar de manera objetiva estableciendo unos parámetros y en segundo personalizándolo según las circunstancias concretas del caso y del autor y que delitos relativos a drogas tóxicas son delitos de peligro con los que se pretende evitar una futura lesión del bien jurídico protegido que en este caso es la salud pública, bastando la puesta en peligro para la comisión de un hecho delictivo.
POR estas razones y a los efectos de otorgar seguridad y proporcionalidad de medidas y penas impuestas es que debe interpretarse el límite entre lo habitual y lo notoriamente importante. El objeto del delito debe de tener un límite cuantitativo y cualitativo mínimo, pues el ámbito del tipo no puede ampliarse de forma tan desmesurada que alcance a la transmisión de sustancias que, por su extrema desnaturalización cualitativa o su extrema nimiedad cuantitativa, carezcan de efectos potencialmente dañinos que sirven de fundamento a la prohibición penal. Conforme al principio de insignificancia la conducta es atípica cuando la cantidad de droga es tan insignificante que resulta incapaz de producir efecto nocivo alguno a la salud.
El porcentaje de riqueza de la sustancia también es importante a efecto de determinar si existe o no delito, se utiliza para saber si es capaz de causar riesgos para la salud y supone la proporción del principio activo contenido en ella, aunque solo es relevante en aquellos supuestos en que las cantidades son escasas.
En su mayoría, las personas encarceladas por drogas no son altos o medianos mandos del narcotráfico, sino los eslabones más bajos de la cadena. Las personas encarceladas por drogas "provienen por lo general de los sectores más vulnerables de la sociedad". Las legislaciones antidrogas "han hacinado las cárceles, con un alto costo humano, pero no han frenado la producción, tráfico y consumo de drogas", remarcan los últimos estudios de ONGs., denominado "Sistemas sobrecargados: leyes de drogas y cárceles en América Latina". "Países con más recursos para luchar contra el narcotráfico, como México o Colombia, tienen menos personas encarceladas por drogas y las personas que van a la cárcel son por delitos menores", aseguró Pien Metaal, coordinadora del proyecto sobre reforma a las leyes de drogas del TNI.
La utilización del método represivo es la principal estrategia que se ha establecido en la lucha contra las drogas. Las penas fijadas hasta la actualidad son elevadas, no se permite una adecuación de conformidad con el daño social causado y no existe una graduación de las penas, sino que se dan mínimos excesivamente altos, imposibilitando la aplicación de la ley de manera proporcional a la gravedad del hecho acusado. Se demuestra, sin necesidad de más comentarios, que con la normativa LATINOAMERICANA, en vez de procurarse la menor intervención posible del Sistema Penal -como lo pretenden las modernas corrientes criminógenas, a partir de la reconocida inoperancia del mismo, se produce la mayor extensión posible de la punibilidad. Se utiliza el Derecho Penal no como la "última ratio", sino COMO PRIMER MECANISMO DE CONTROL. Tipos penales abiertos, sanción de conductas que normalmente quedarían impunes, ampliación del catálogo punitivo, diccionares legales conexos y penas mínimas excesivamente altas, solo nos pueden llevar a pensar en un Derecho Penal "Máximo% violatorio evidentemente de principios básicos del Derecho Potal Garantiste.
Que la aplicación de la política ACTUAL está asociada en forma directa con la "discriminación de ciertos sectores sociales", no solo por causas directamente relacionadas con la misma sino, sobre todo, por las características estructurales de un sistema penal que es altamente selectivo, y sostenedor-legitimador de las relaciones económico-sociales. Es a los victimarios del negocio de la droga: drogadictos, consumidores, pequeños distribuidores habituales, traficantes-consumidores, etc., a quienes se expone dentro de condiciones que solo contribuyen a agravar su problema de adicción, encerrándoles en lugares donde el acceso a las drogas y el nivel de consumo, es mucho mayor, lo que es equivalente a encerrar un diabético dentro de una gran confitera, y que en términos jurídicos no es sino otra modalidad más de pena de muerte en nuestros países. Mientras tanto, los verdaderos líderes de las organizaciones dedicadas a este negocio disfrutan tranquilamente los grandes placeres de este mundo, evadiendo con facilidad la acción de la justicia mediante su exorbitante poderío económico, contribuyendo eso sí, directamente a la corrupción de instituciones especiales de nuestro sistema democrático.
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